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Comprendemos al plan sistemá-
tico de apropiación de niños 

-desarrollado durante el Proce-
so de Reorganización Nacional 
(1976-1983)- como el despliegue de 
prácticas sociales genocidas. Daniel 
Feierstein (2007) construye este 
concepto para explicar:

“aquella tecnología de poder 
cuyo objetivo radica en la des-
trucción de las relaciones de au-
tonomía y cooperación y de la 
identidad de una sociedad, por 
medio del aniquilamiento de 
una fracción relevante (sea por 
su número o por los efectos de 
sus prácticas) de dicha sociedad, 
y del uso del terror producto del 

aniquilamiento para el estable-
cimiento de nuevas relaciones 
sociales y modelos identitarios.” 
(p.83)1 
Asimismo, retomamos la noción 

de genocidio como un proceso que 
no implica un paréntesis en la his-
toria moderna sino el despliegue 
de tramas burocrático-administra-
tivas del Estado y la participación 
de distintos actores de la sociedad 
civil e instituciones que no perte-
necen específicamente a los apara-
tos represivos del Estado. Es decir, 
las prácticas sociales genocidas 
se vinculan con una serie de no-
ciones, representaciones sociales, 
prácticas, normas e instituciones 
previamente existentes.

Desde esta perspectiva teórica 
que nos permite pensar el objetivo 
y desarrollo de las prácticas socia-
les genocidas, nos preguntamos 
acerca de cuáles fueron las condi-
ciones sociales que posibilitaron 
el despliegue de esta tecnología 
de poder en el caso del plan siste-
mático de apropiación de niños y 
niñas, perpetrado en Argentina. Es 
decir, qué mecanismos novedosos 
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se crearon para su desarrollo y qué 
saberes, instituciones y procedi-
mientos previamente existentes se 
utilizaron para su despliegue. 

Este artículo tiene dos propósi-
tos. Por un lado, explorar acerca de 
las condiciones sociales de posibili-
dad de la apropiación sistemática y 
planificada de niños en Argentina. 
Por otro, describir cómo se desa-
rrollaron estas prácticas sociales 
genocidas en el marco del centro 
clandestino de detención, tortura 
y exterminio que funcionó dentro 
de la Escuela Mecánica de la Arma-
da (ESMA).

Traslado por la fuerza de niños 
del grupo a otro grupo como acto 
genocida.

El concepto de genocidio surge 
a partir de la definición del juris-
ta Raphael Lemkin, entendiendo 
esencialmente al mismo como la 
destrucción de la identidad nacio-
nal de los oprimidos y la imposi-
ción de la identidad nacional del 
opresor (Lemkin, 2009). El trasla-
do por la fuerza de niños del grupo 
que se quiere destruir a otro grupo, 
es uno de los cinco actos incluidos 
por la Convención para la Preven-
ción y Sanción del Delito de Geno-
cidio, aprobada por las Naciones 
Unidas en diciembre de 1948. Este 
implica el traslado por la fuerza 
de personas menores de 18 años, 
por el sólo hecho de pertenecer al 
grupo nacional, étnico, racial o re-
ligioso que se intenta destruir, total 
o parcialmente. 

Uno de los objetivos centrales 

de todo genocidio reorganizador 
es el quiebre y posterior reelabo-
ración de las relaciones sociales y 
lazos de solidaridad preexistentes. 
Por lo tanto, es posible sostener 
que el traslado forzoso de niños de 
un grupo a otro es una práctica so-
cial genocida. La finalidad central 
de dicha práctica consiste en alejar 
a los niños de su grupo de origen 
para poder criarlos bajo las pautas 
sociales, culturales, del grupo agre-
sor. En este sentido, la intención 
del grupo dominante es obstruir, 
mediante la coacción, la reproduc-
ción de ciertas ideologías y relacio-
nes sociales. 

El traslado por la fuerza de ni-
ños, lejos de constituir un acto 
aislado producido por seres demo-
níacos, es un proceso racional que 
requiere una cuidadosa planifica-
ción y organización por parte del 
grupo agresor. En pos de destruir la 
identidad del grupo perseguido, se 
busca que los niños trasladados se 
“adapten”, intentando que asuman 
como válidos los mismos valores 
que sus apropiadores. El objetivo 
de esta  “adaptación” es la anula-
ción de la identidad contestataria 
y/o potencialmente solidaria en el 
conjunto social.2 

Las condiciones sociales de posibi-
lidad para el desarrollo de un plan 
sistemático de apropiación de ni-
ños en Argentina

La sistemática desaparición for-
zada de personas, práctica social 

2 Bruno Bettelheim, al analizar su experiencia en el campo de concentración nazi de Bu-
chenwald, utiliza el concepto de “adaptación” para dar cuenta del proceso de destrucción 
de la identidad de los secuestrados y de asunción de los valores de los perpetradores. Para 
abordar el desarrollo de este análisis, véase El corazón bien informado. La autonomía en la 
sociedad de masas, FCE, México, 1973.
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genocida predominante durante 
la última dictadura cívico-militar 
argentina (1976-1983), implicó el 
aniquilamiento material de miles 
de personas, sometidas en centros 
clandestinos de detención, tortura 
y exterminio. Asimismo, el Estado 
desplegó un plan sistemático de 
apropiación de, aproximadamen-
te, 500 niños, secuestrados con sus 
padres o nacidos en centros clan-
destinos donde estuvieron deteni-
das-desaparecidas sus madres. La 
apropiación implicó la sustracción 
de sus identidades, la sustitución de 
las mismas y el ocultamiento de su 
verdadero origen. Es decir que esta 
práctica social genocida, iniciada 
con la apropiación, se sigue desa-
rrollando en el presente, excepto 
en aquellos casos en los que se lo-
gró la restitución de identidad.3

El destino del traslado por la 
fuerza de estos niños y niñas no 
fue unívoco. En algunos casos, fue-
ron apropiados por represores. En 
otros, entregados a familias afines 
ideológicamente. Algunos niños, 
fueron restituidos a sus familias de 
origen tras su nacimiento o secues-
tro. Otros, entregados a institucio-
nes de minoridad. Estas distintas 
modalidades de efectuar el trasla-
do, comenzaron con el secuestro 
de los niños junto a sus padres o 
con el secuestro y posterior desapa-
rición de sus madres embarazadas 
que parieron durante su cautiverio. 
Excepto en los casos en los que los 
niños fueron restituidos a sus fa-
milias de origen tras el secuestro o 
nacimiento, las diferentes formas 
en las que se llevó a cabo la apro-
piación tienen en común la poste-

rior sustitución de la identidad de 
los niños, el intento de desaparecer 
sus identidades de origen, la adul-
teración de documentos públicos 
destinados a acreditar la identidad 
que les impusieron.

En tanto partimos de compren-
der que las prácticas sociales geno-
cidas no representan  un paréntesis 
en la historia moderna sino que 
implican el despliegue de tramas 
burocrático-administrativas del 
Estado y la participación de dis-
tintos actores de la sociedad civil, 
nos proponemos analizar cuáles 
fueron las condiciones sociales que 
permitieron el desarrollo de un 
plan sistemático de apropiación de 
niños y niñas en Argentina.

Como parte de las condiciones 
necesarias para el desarrollo de 
apropiaciones de niños sistemá-
ticas y planificadas, el Estado Ar-
gentino creó maternidades y salas 
de partos clandestinas dentro de 
diferentes centros clandestinos de 
detención, tortura y exterminio. 
Entre ellos: El Campito, El Vesubio, 
La Cacha, Comisaría 5ta de La Pla-
ta, Pozo de Banfield, la Escuela Me-
cánica de la Armada. Sin embargo, 
para desarrollar estas prácticas 
sociales genocidas, el Estado per-
petrador no sólo construyó estos 
dispositivos de poder novedosos 
-las salas de parto y maternidades 
clandestinas- sino que, al mismo 
tiempo, utilizó instituciones, téc-
nicas, saberes, usos burocráticos y 
costumbres previamente existen-
tes. 

En este sentido, es importante 
remarcar las condiciones sociales 
de posibilidad de la apropiación de 

3 Desde el año 1979 al presente fueron localizados 117 de aquellos niños a los que se les apro-
pió su identidad durante el Proceso de Reorganización Nacional.
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niños y niñas durante el genocidio 
perpetrado en Argentina a partir 
de la utilización de distintos pro-
cedimientos burocrático-jurídicos 
y nociones sociales existentes des-
de mucho tiempo atrás en nuestra 
sociedad. Toda una trama social 
y política permitió la instrumen-
tación de ese plan sistemático. Es 
posible observar así distintos dis-
positivos, instituciones y saberes 
previos que colaboraron a norma-
lizar la situación legal de esos niños 
y niñas apropiados (Villalta, 2012). 
Las adopciones o el registro ilegal 
como hijos propios de las familias 
a las que eran trasladados los niños, 
implicaron el necesario despliegue 
de todo un andamiaje institucional 
que incluyó tanto a los apropiado-
res como a los médicos, jueces, y 
empleados administrativos del Es-
tado.

En este contexto, categorías 
previamente construidas desde 
el marco de la minoridad, fueron 
utilizadas por los perpetradores 
al momento de normalizar la si-
tuación legal de los niños y niñas 
apropiados. Frente a la imposibi-
lidad de explicar legalmente la si-
tuación de los padres y madres de 
esos niños trasladados, se los eng-
lobó bajo la categoría de “menores 
en situación de abandono” para 
ingresarlos al circuito de la mino-
ridad y la tutela. Es muy útil este 
último concepto para evidenciar el 
sentido de la práctica social genoci-
da de la apropiación de niños. Los 
padres biológicos de los mismos 
fueron considerados “negligentes”, 
“abandónicos”, “peligrosos”, “amo-
rales”, “delincuentes subversivos”. 
La apropiación se planificó, enton-
ces, como un medio para evitar la 

transferencia y reproducción de 
esos males (Regueiro, 2013). Las 
familias a las que eran trasladados 
esos niños serían quienes los “pro-
tegerían” del peligro de sus padres 
biológicos. Incluso, de la contami-
nación plausible si eran devuel-
tos a sus abuelos, quienes habían 
criado “deformidades morales”, 
“delincuentes subversivos” en sus 
propios hijos. Los tutelarían para 
garantizar que pudieran aprehen-
der valores, formas de pensar y de 
vivir distintas a las de su entorno 
de origen.

Así, fundamentalmente bajo los 
rótulos de “menor abandonado” o 
“NN s/abandono”, esos niños y ni-
ñas fueron ingresados a juzgados, 
hospitales, instituciones religiosas 
o anotados como hijos propios 
de las familias a las que fueron 
trasladados. Por medio de estos 
procedimientos, la situación (his-
tóricamente excepcional de estos 
niños apropiados) era normalizada 
(Villalta, 2012). Este intento por 
legalizar prácticas ilegales de sus-
tracción de menores y sustitución 
de sus identidades, se resolvió me-
diante la inscripción en el Registro 
Civil con datos filiatorios falsos (e 
incluso con fechas de nacimiento 
modificadas) o por medio de ex-
pedientes judiciales de adopciones 
fraguadas. 

En conclusión, más allá de su ex-
cepcionalidad, el plan sistemático 
de apropiación de niños y niñas re-
presenta un caso paradigmático de 
cómo entendemos el despliegue de 
prácticas sociales genocidas ya que 
encuentra sus condiciones socia-
les de posibilidad en dispositivos, 
instituciones, nociones, represen-
taciones y normativas preexisten-
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tes. Si en todo proceso genocida las 
prácticas sociales desarrolladas se 
asientan en instituciones, normati-
vas, relaciones sociales y nociones 
precedentes, el caso de la apro-
piación de niños funciona como 
un ejemplo privilegiado en tanto 
muestra de un modo evidente la 
participación de un conjunto de 
actores de la sociedad civil, de tra-
mas burocrático-administrativas 
del Estado, de normativas e insti-
tuciones preexistentes a dicho pro-
ceso.

Asimismo, la apropiación de 
niños es un caso ejemplar de la 
disputa política y jurídica por dar-
le sentido a la experiencia social 
traumática que implicó nuestra 
última dictadura, contienda en la 
que los organismos de derechos 
humanos ocupan un rol central. 
A pesar de que durante el primer 
gobierno democrático (1983-1989) 
se conformó la Comisión Nacional 
sobre la Desaparición de Personas, 
se realizó el Juicio a las Juntas Mili-
tares (causa 13/84) y se sancionó la 
ley de creación del Banco Nacio-
nal de Datos Genéticos (nº23511), 
la posterior sanción de las leyes de 
Obediencia Debida y Punto Final4, 
seguidas por los Indultos del pre-
sidente Menem5, implicaron la ob-
turación del desenvolvimiento de 

4 Las leyes de Punto Final y de Obediencia Debida fueron sancionadas por el gobierno de 
Raúl Alfonsín en diciembre de 1986 y junio de 1987, respectivamente. La ley de Punto Final 
ponía un plazo de 60 días para definir procesamientos a involucrados en los crímenes de la 
dictadura, que vencía en marzo de 1987. La ley de Obediencia Debida terminaba definitiva-
mente con la posibilidad de enjuiciar a cualquier militar por debajo de los que habían tenido 
cargos de mayor responsabilidad durante la dictadura.
5 En 1989 y 1990, el presidente Carlos Saúl Menem sancionó una serie de decretos que per-
mitieron la liberación de aquellos perpetradores juzgados por delitos cometidos durante 
la última dictadura argentina, junto a miembros de organizaciones armadas de izquierda.
6 La Fundación de Abuelas de Plaza de Mayo es una organización no-gubernamental, funda-
da en 1977, con la finalidad de localizar y restituir la identidad de todos los niños apropiados 
durante la última dictadura cívico-militar.

la Justicia. Sin embargo, los casos 
de apropiación de niños queda-
ron fuera de los delitos juzgados 
en el Juicio a las Juntas y, al evadir 
la prescriptibilidad que sólo aplica 
a partir del cese del delito -es de-
cir de la restitución del individuo 
apropiado-, se constituyó en el 
único delito procesable mientras 
rigieron las leyes de Punto Final y 
Obediencia Debida.

Así, a fines de 1996, Abuelas de 
Plaza de Mayo6 inició una causa pe-
nal (1351) que culminó en 1998 con 
la primera sentencia que probó el 
despliegue de un plan sistemático 
de apropiación de niños por parte 
del Estado. Es decir, se pudo pro-
bar y juzgar la apropiación siste-
mática y planificada de niños en 
un contexto en el que legalmente 
no se podía indagar judicialmente 
qué había sucedido con sus padres. 
Desde el año 2003 el Estado inau-
guró un nuevo escenario político 
en relación a la construcción de 
memoria sobre el Proceso de Reor-
ganización Nacional que generó un 
espacio novedoso para la expresión 
pública de demandas sistemáticas 
de organismos de derechos huma-
nos que venían luchando por la res-
titución de niños apropiados desde 
el mismo desarrollo de la dictadu-
ra. El Poder legislativo sancionó la 
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nulidad de las leyes de Obedien-
cia Debida y Punto final, así como 
también una ley de extracción 
compulsiva de ADN. Quince años 
después de la primera presenta-
ción de Abuelas de Plaza de Mayo, 
en febrero de 2011 comenzaron las 
audiencias del juicio oral y público 
que dictó sentencia en septiembre 
de 2012 (causas nº 1351, 1499, 1584, 
1604, 1730 y 1772, conocidas como 
“Juicio Plan Sistemático de Apro-
piación de Menores”).

En el marco de esta lucha por 
la construcción de verdad, justicia 
y memoria, se desarrollaron tres 
causas para analizar qué ocurrió 
dentro de la Escuela Mecánica de 
la Armada. En noviembre de 2012 
se abrió un tercer tramo de inda-
gación, conocido como Mega causa 
ESMA III. En esta instancia, parti-
cipamos como Equipo de Asistencia 
Sociológica a las Querellas (EASQ). 
Entre nuestros objetivos de trabajo, 
nos propusimos asistir en el releva-
miento y análisis de las apropiacio-
nes de niños perpetradas dentro de 
ese centro clandestino, abonando 
a la interpretación de las mismas 
como el despliegue de prácticas 
sociales genocidas. El apartado si-
guiente condensa los principales 
hallazgos de este proceso de inves-
tigación, intentando dar cuenta del 
trabajo realizado junto a la querella 
de la Asociación de Ex Detenidos 
Desaparecidos en el marco de la 
mega causa ESMA III.

El caso ESMA7

Dentro de la ESMA, que se situó 
en la Zona 1 bajo control del Primer 
Cuerpo del Ejército, funcionó un 
centro clandestino de detención, 
tortura y exterminio. En él se cons-
truyó una maternidad clandestina, 
destinada a asistir los partos de se-
cuestradas que se encontraban em-
barazadas. 

Como quedó probado en distin-
tas instancias judiciales, en el sóta-
no del edificio “Casino de oficiales” 
funcionó una enfermería y luego 
(hacia fines de 1977) se construyó 
un espacio reconocido por sobre-
vivientes como “Huevera”, donde 
se realizaban partos. Más tarde, en 
el tercer piso se destinó un espacio 
reconocido por los sobrevivientes 
como “Pieza de embarazadas”. Nu-
merosos testigos afirmaron haber 
escuchado las expresiones “Sardá 
por izquierda” o “la Sardá de Cha-
morro8”, como referencia a estos 
espacios destinados a las embaraza-
das dentro del centro clandestino. 

Las instalaciones y personal de la 
ESMA fueron utilizados para aten-
der los embarazos y partos de mu-
jeres que fueron secuestradas por 
el grupo de tareas 3.3 y el Servicio 
de Inteligencia Naval que operaron 
dentro de este centro clandestino. 
A su vez, probando la sistematici-
dad y planificación de la práctica 
social genocida de la apropiación 
de niños, se ha comprobado que 
mujeres secuestradas por otras 

7 Es importante remarcar que el caso ESMA es un engranaje dentro de un plan sistemático 
de apropiación de niños y niñas perpetrado en Argentina. Sabemos que al analizar un solo 
caso corremos el riesgo de desdibujar la sistematicidad y planificación de esta práctica social 
genocida, de aquí esta aclaración fundamental. 
8 El almirante Rubén Jacinto Chamorro ocupó el cargo de Director de la ESMA desde el 22 
de diciembre de 1975 hasta el 02 de mayo de 1979.
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fuerzas y grupos de tareas de dis-
tintas jurisdicciones fueron trasla-
dadas a la ESMA para dar a luz. Así, 
varios testigos dieron cuenta de 
mujeres secuestradas por Aeronáu-
tica, Ejército, personal del llama-
do circuito ABO (Atlético, Banco, 
Olimpo) y Buzos Tácticos de Mar 
del Plata, que fueron llevadas a la 
ESMA para parir. 

Los partos producidos en la 
ESMA fueron atendidos, en su ma-
yoría, por el médico ginecólogo 
del Hospital Naval, Jorge Luis Mag-
nacco. También el médico Carlos 
Octavio Capdevila fue reconocido 
como interviniente. La asistencia 
de las embarazadas era ordenada 
a determinadas secuestradas, se-
leccionadas para esa tarea. Una vez 
que nacía el bebé, las madres per-
manecían poco tiempo en el cen-
tro clandestino, indicándoles antes 
de su traslado que debían escribir 
una carta a sus familiares, a los que 
supuestamente les entregarían al 
niño o niña. Luego, las madres eran 
trasladadas de la ESMA y sus niños, 
apropiados. En los casos de emba-
razadas custodiadas por otras fuer-
zas, eran retiradas por las mismas 
luego de parir, siendo su supuesto 
destino el lugar de cautiverio ante-
rior. También quedó demostrado 
que ante cualquier inconveniente 
en el parto, la parturienta era tras-
ladada al Hospital Naval. La vincu-
lación de este centro de salud y la 
ESMA resultó acreditada en distin-
tas instancias judiciales.

En el marco de la causa cono-
cida como “Plan Sistemático de 
Apropiación de Menores”, acerca 
del caso ESMA. los jueces afirma-
ron que:

“De lo dicho, puede advertirse 

que fue puesto en práctica en 
relación a las embarazadas un 
procedimiento o protocolo de 
actuación implementado con un 
alto grado de organización. Una 
práctica común a todos los casos, 
que se vio reflejada en:
1. La utilización de los espacios 
del casino de oficiales para su 
alojamiento y parto.
2. La disposición de personal 
de control, vigilancia y traslado, 
que generalmente les permitió 
a las jóvenes parturientas tener 
contacto con otros cautivos.
3. El alojamiento de madre e hijo 
en el lugar sólo por pocos días 
luego de producido el parto, pe-
ríodo que osciló entre los cinco 
y quince días aproximadamente.
4. La disposición de personal que 
les señaló a las jóvenes que de-
bían escribir una carta al familiar 
al que el niño sería entregado, 
con indicaciones para la crianza 
del menor. Dicho personal tam-
bién se encargó de la compra y 
entrega de moisés y lujosos ajua-
res con los que los niños recién 
nacidos serían entregados, como 
así también de la separación del 
niño y su madre, retirándolos 
del lugar, en la mayoría de los 
casos, en forma aislada. Estos 
roles fueron atribuidos por los 
testigos que depusieron en el de-
bate al Prefecto Febrés y Pedro 
Bolita principalmente.
5. La disposición de médicos de 
la Armada para la atención de los 
partos que se llevaron a cabo en 
la ESMA (caso del Dr. Capdevilla 
y Magnaco), como así también, 
en forma alternativa, de las ins-
talaciones del Hospital Naval, en 
donde se realizaron cesáreas por 



88

parte de médicos no determina-
dos.
6. La selección de las secuestra-
das que colaboraron en la aten-
ción, contención y visita de las 
embarazadas en los meses an-
teriores al parto, durante el na-
cimiento y en lo sucesivo, hasta 
el traslado de madre y el niño o 
niña. Tal el caso de Sara Solarz, 
Lidia Vieyra, Amalia Larralde, 
María Alicia Milia, Lila Pastoriza, 
entre otras.
Lo expuesto precedentemen-

te, fue justamente lo que permitió 
que la ESMA fuera conocida como 
la “Sardá de Chamorro” o “la Sar-
dá por izquierda” (Sentencia “Plan 
Sistemático de Apropiación de Me-
nores”, Fojas: 645-649)

Los testimonios de distintos so-
brevivientes nos permiten acceder 
al sentido otorgado a la apropia-
ción de niños por parte de los mis-
mos perpetradores. Identificados 
sus padres como “elementos sub-
versivos”, “peligros sociales”, “de-
lincuentes que ponían en riesgo la 
salud y moral públicas”, la práctica 
social genocida de la apropiación 
de sus hijos tenía la finalidad de 
“salvar” a los mismos y a nuestra 
sociedad de esa “amenaza”;

“… el testimonio brindado en 
la audiencia del 3 de agosto de 
2011 por Lila Victoria Pastori-
za (secuestrada y trasladada a 
la ESMA el 15 de junio de 1977) 
quien expuso que previo a su 
traslado a “Capuchita” estuvo 
prácticamente sola en el sótano 
de la ESMA., siendo que en el 
subsuelo del lugar, la declarante 
vio a una persona que había te-
nido un bebé, muy poco tiem-
po después de ser secuestrada la 

dicente, calculando que el parto 
había ocurrido dos o tres días 
después de su secuestro. Indicó 
que (…) al ser trasladada al cuarto 
de interrogatorios, donde había 
miembros del S.I.N., pregun-
tó qué ocurría en dicho lugar, 
dado que no entendía cómo po-
dían nacer niños allí, siendo que 
D´Imperio” (alias Abdala) le con-
testó a la testigo que ellos consi-
deraban que los niños no tenían 
la culpa de tener los padres que 
tenían, subversivos o terroristas, 
y que creían que las madres de-
bían dar a luz a los niños, quie-
nes serían entregados a otras 
familias que los criaran bien, 
para que no sean criados “para 
la subversión”…” (Sentencia Plan 
Sistemático de Apropiación de 
Menores, Foja: 684).

Por su parte el testigo Víctor 
Melchor Basterra, al prestar de-
claración en el debate el día 15 
de agosto de 2011, afirmó haber 
escuchado en la ESMA durante 
su cautiverio, que los represores 
tenían la visión de que los niños 
no debían ser contaminados por 
los pensamientos de las fami-
lias de subversivos, razón por 
la que los menores nacidos en 
cautiverio, como metodología, 
no eran entregados a sus fami-
lias. Puntualizó que tras el parto 
de Silvia Dameri en la ESMA le 
preguntó a un guardia, apoda-
do “merluza” de apellido Mar-
tín, sobre el destino de los hijos 
del matrimonio Ruiz – Dameri, 
contestándole aquél que estaban 
“en el hogar naval”, creyendo el 
testigo en aquél momento que 
existía un lugar que funcionaba 
como hogar para los niños de los 
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cautivos, por lo que si bien tuvo 
la certeza de que los menores es-
taban con vida, también la tuvo 
respecto a la muerte de sus pa-
dres.” (Sentencia Plan Sistemáti-
co de Apropiación de Menores, 
Foja:662).
Ahora bien, la apropiación en-

contraría su momento de realiza-
ción efectiva una vez que se logrará 
no sólo el traslado por la fuerza de 
los niños a hogares afines ideológi-
camente sino, también, la desapa-
rición de su origen filiatorio. Así, la 
intención de los apropiadores sería 
impedir la reproducción de formas 
de pensar el mundo, de vivirlo y 
proyectarse en él que considera-
ban peligrosas. Apartar a los niños 
de esos hogares y borrar su histo-
ria de origen permitiría, entonces, 
criarlos con valores afines a cierto 
orden social deseable.

Como afirmábamos anterior-
mente, el objetivo de todo geno-
cidio reorganizador es destruir 
ciertas identidades sociales. La 
apropiación de niños es una prác-
tica social que intenta colaborar 
con dicho objetivo. Desde la lógica 
del Estado perpetrador, para reor-
ganizar los lazos sociales no alcan-
za con el aniquilamiento material 
de ciertas vidas, sino que se avanza 
sobre el intento de borrar los ras-
tros de las mismas. En este cami-
no, la apropiación de sus niños y la 
adaptación de los mismos a ciertos 
valores heterónomos respecto al 
poder hegemónico son presenta-
dos como pasos fundamentales 
para la reorganización de la so-
ciedad. La marca de este intento 
de adaptación absoluta del niño al 
entorno al que fue trasladado se 
evidencia en algunos testimonios 

de apropiados que recuperaron sus 
identidades siendo adultos. La re-
sistencia de muchos de estos jóve-
nes frente a la extracción legal de 
ADN para el esclarecimiento de su 
origen biológico es una muestra las 
marcas de adaptabilidad que este 
proceso de apropiación de identi-
dad ha dejado en sus víctimas.

Al analizar las diferentes moda-
lidades de desarrollo de la apro-
piación de niños y de sustitución 
de sus identidades, vemos que son 
numerosos los casos en los que ni-
ños y niñas apropiados fueron in-
gresados por sus perpetradores a 
distintas instituciones que preexis-
tían al desarrollo de estas prácticas 
sociales genocidas. Así, los extrac-
tos de algunos de estos casos que 
compartimos a continuación dan 
cuenta de la circulación de niños 
y niñas apropiados en institutos 
de menores y en el Hospital Casa 
Cuna, a los que eran ingresados 
por los mismos apropiadores en 
calidad de “niños abandonados sin 
identificación”. 

Koncurat, Nicolás Marcos (Caso 
154): El 3 de diciembre de 1976, 
cuando tenía 2 años de edad, 
estaba en la guardería en la que 
había sido dejado por su madre 
en el Pasaje El Maestro 155 de 
la Ciudad de Buenos Aires. Él y 
su hermano Sebastián (caso 153) 
fueron retirados ilegalmente de 
ahí por miembros del Grupo 
de Tareas 3.3.2 de la ESMA. El 
6 de diciembre fueron entrega-
dos en el Instituto de Menores 
“Mercedes de Lasala y Riglos”, 
en Moreno, Provincia de Bue-
nos Aires. Aproximadamente 
un mes después, y por gestiones 
realizadas por su familia, el 11 de 
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enero de 1977 fueron entrega-
dos a los abuelos paternos… Tal 
como consta en el testimonio de 
su abuela, Graciela Murúa, ésta 
encontró a sus nietos a partir de 
una información publicada en 
un diario, que decía que había 
dos niños “abandonados”. Como 
sus nietos estaban anotados con 
otro apellido, por medidas de 
seguridad, fue aún más compli-
cado encontrarlos, pero lo logró.

Gasparini, Emiliano Miguel 
(Caso 188): Al momento del se-
cuestro Emiliano Miguel Gas-
parini tenía un año y 8 meses de 
edad. Su hermano, Arturo Be-
nigno Gasparini, tenía 5 meses 
de vida. Después del operativo, 
ambos fueron dejados en Casa 
Cuna (Hospital Pedro de Elizal-
de), donde fueron ingresados 
sin declarar sus nombres y per-
manecieron bajo control militar 
durante alrededor de dos meses.

Castro Rubel, hijo de Ana María 
Rubel de Castro (Caso 307):En el 
marco del pedido de elevación a 
juicio, el fiscal Eduardo Taiano 
sostuvo que: “Ana Rubel fue pri-
vada ilegítimamente de su liber-
tad con violencia, abuso de sus 
funciones y sin las formalidades 
prescriptas por la ley, entre el 15 
y el 17 de enero de 1977, por per-
sonal del Ejército. En ese mo-
mento, cursaba un embarazo de 
aproximadamente tres meses. 
Posteriormente, fue conducida a 
la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada (…) Durante su cautiverio, 
dio a luz a un niño en la enfer-
mería del Casino de Oficiales de 
la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada. El parto fue asistido por el 

Dr. Magnacco (médico ginecólo-
go del Hospital Naval). Su hijo 
habría sido dejado en el Hospital 
de Niños de Buenos Aires, pues 
había nacido cianótico.
Asimismo, algunos testimonios 

dan cuenta de la relación existen-
te entre la maternidad clandestina 
creada al interior de la ESMA y el 
Hospital Naval:

“… la testigo Marta Remedios 
Álvarez, declaró en la audiencia 
del 3 de agosto de 2011, que lue-
go de su secuestro, permaneció 
cautiva en la ESMA desde el 26 
de junio del año 1976, tiempo en 
el que se encontraba reciente-
mente embarazada. Álvarez dio 
cuenta de la vinculación exis-
tente entre la ESMA y el Hos-
pital Naval al relatar su propio 
parto. En tal sentido señaló que 
si bien en un principio, se había 
organizado que daría a luz en la 
enfermería ubicada en el sótano 
de la ESMA, tras ser examinada 
por un médico del lugar, éste 
le dijo que el parto no podría 
producirse allí, dado que sería 
necesario practicar una cesárea, 
por lo que fue llevada al Hospital 
Naval, lugar donde nació su hijo 
en marzo de 1977, sin necesidad 
de que se le practicara aquella 
intervención. Añadió que lue-
go de producido el nacimiento 
fue conducida nuevamente a la 
ESMA, quedándose su hijo en 
el nosocomio…” (Sentencia Plan 
Sistemático de Apropiación de 
Menores, Foja: 651).
Los distintos casos de apropia-

ción que se desarrollaron en la 
ESMA tienen en común la poste-
rior sustitución de la identidad de 
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los niños, el intento de desaparecer 
sus identidades de origen, la adul-
teración de documentos públicos 
destinados a acreditar la identi-
dad que les impusieron. La situa-
ción civil de esos niños y niñas se 
encontraba en estado de absoluta 
irregularidad a partir de la apropia-
ción de la que habían sido víctimas. 
Así, podemos observar en los casos 
de la ESMA dos mecanismos fun-
damentales que se utilizaron para 
normalizar la situación civil de 
estos pequeños: la confección de 
actas de nacimiento con datos filia-
torios falsos (registrándose como 
progenitores a los integrantes de la 
familia a la que eran trasladados los 
niños, adulterando fecha y lugar 
de nacimiento) y la realización de 
adopciones sin investigación pre-
via sobre el origen de esos niños 
que entraban al ámbito de la mi-
noridad por estar en una supuesta 
“situación de abandono”. 

En la audiencia del día 
02/07/2014, Lennie Labayrú, Vera 
(Caso 171) declaró: 

“Yo tengo una fecha de naci-
miento falsa que dice que yo 
nací el 18 de mayo de 1977 y to-
dos mis documentos dicen eso, 
con lo cual yo tengo que negar 
la información oficial y recordar 
esa fecha de nacimiento que no 
corresponde a mi fecha de na-
cimiento real. (...) la inscripción 
de mi nacimiento fue hecha a 
demanda de mi madre porque 
yo no había estado registrada en 
esos días que estuve en la ESMA 
y cuando ella lo demanda lo que 
hacen es falsificar la identidad 
de mi padre y Astiz se hace pasar 
por mi padre, en el cual firma el 
documento... concurre a inscri-

birme con un documento falso 
y con la foto suya y el nombre 
de mi padre. Así me registran el 
día 18 de mayo de 1977 porque 
ya se había pasado la fecha de mi 
nacimiento real, a partir de en-
tonces yo quedo como con esa 
fecha.”

“Como quedará probado en el 
marco del juicio conocido como 
Plan Sistemático de Apropiación 
de Menores y enunciado por el 
tribunal en su sentencia: “Vic-
toria Analía, hija de María Hil-
da Pérez y José María Laureano 
Donda, nació aproximadamente 
en el mes de agosto del año 1977, 
en instalaciones de la ESMA Su 
madre, de 26 años de edad, se 
encontraba detenida allí en for-
ma ilegal. La niña, fue arran-
cada de los brazos de su madre 
aproximadamente entre los 10 a 
15 días de haber nacido, siendo 
sustraída de la custodia de sus 
progenitores, y no fue entregada 
a sus familiares biológicos, per-
maneciendo retenida y oculta 
en poder de Juan Antonio Azic, 
quien se encontraba casado con 
Esther Noemí Abrego, el cual 
simuló detentar el carácter de 
padre biológico de la niña, su-
primiéndole su estado civil me-
diante la falsedad ideológica de 
dos instrumentos públicos -cer-
tificado de nacimiento y acta de 
nacimiento N° 2294 del Regis-
tro del Estado Civil y Capacidad 
de las Personas de la Ciudad de 
Buenos Aires a nombre de Clau-
dia Analía Leonora Azic-. Dicha 
situación perduró hasta el 7 de 
octubre de 2004, ocasión en 
que la víctima fuera informada 
en el marco de la causa Nº 1584 
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del registro de este Tribunal del 
resultado del dictamen pericial 
genético realizado por el Banco 
Nacional de Datos Genéticos del 
Hospital Durand…” (Sentencia 
“Plan Sistemático de Apropia-
ción de Menores”, Foja: 686).

Conclusiones: Las formas presen-
tes de interpretar el pasado y sus 
implicancias para la construcción 
de futuro

Para el desarrollo de un plan or-
ganizado y consecuente de apro-
piación de niños en Argentina, el 
Estado dispuso tanto de dispositi-
vos de poder novedosos (salas de 
parto y maternidades clandestinas), 
como de instituciones, saberes y 
procedimientos pregenocidas. “Ni 
más de lo mismo, ni un monstruo 
que la sociedad engendró de mane-
ra incomprensible. Es un hijo legí-
timo pero incómodo, que muestra 
una cara desagradable y exhibe las 
vergüenzas de la familia en tono 
desafiante” (Calveiro, 2006, 13).

La pregunta sobre cuáles fueron 
las condiciones sociales que permi-
tieron el despliegue de un plan sis-
temático de apropiación de niños 
en Argentina implica un desafío 
colectivo ya que habilita a interpe-
larnos como sociedad sobre las res-
ponsabilidades en el desarrollo de 
estas prácticas sociales genocidas. 
No se trata sólo de interpelar a ese 
Estado perpetrador. El desafío es 
mayor. La apuesta es analizar el rol 
de la sociedad civil en este plan sis-
temático de apropiación de niños y 
niñas, reflexión social tan dolorosa 
como necesaria. 

Nos representamos el mundo 
para actuar sobre él. Como so-

ciedad, nos relatamos a nosotros 
mismos las experiencias sociales 
traumáticas, nombramos a nues-
tro pasado, para poder actuar sobre 
nuestro presente, disputando la 
construcción de futuro. Construir 
representaciones sociales sobre las 
experiencias de terror puede habi-
litar a la elaboración de las mismas. 
Cuando hablamos de elaboración, 
nos referimos a la pregunta acerca 
de cómo una sociedad intenta re-
vertir las consecuencias de una ex-
periencia social traumática. 

Creemos que interpretar los 
procesos sociales de terror des-
plegados durante nuestra última 
dictadura cívico-militar como el 
desarrollo de prácticas sociales 
genocidas habilita canales eficaces 
de elaboración de esta experien-
cia traumática. Representarnos 
socialmente al plan sistemático de 
apropiación de niños y niñas como 
el despliegue de un genocidio nos 
permite pensar a sus víctimas en 
tanto miembros de un determi-
nado grupo y comprender que la 
finalidad de estas prácticas fue la 
destrucción y reorganización de 
ciertas relaciones sociales. Este en-
foque interpretativo acerca de esta 
experiencia de terror habilita a la 
reconstrucción de las identidades 
individuales y colectivas de las víc-
timas, permitiendo la elaboración 
de memorias colectivas que recu-
peren las relaciones sociales que 
esas identidades encarnaban. Y, a 
su vez, nos permite comprender 
que la apropiación y sustitución de 
la identidad de ciertos niños no es 
un problema de algunas familias, 
anclado en el pasado, sino de todos 
nosotros, de nuestro presente y fu-
turo como sociedad. 
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En conclusión, creemos que re-
presentar a la ocultación y reten-
ción de menores de diez años, la 
supresión de sus estados civiles y 
las falsedades documentales para 
sus inscripciones como prácticas 
sociales genocidas nos permite re-
pensar la sociedad que se intentó 
reorganizar, las relaciones socia-
les que se plantearon destruir y las 
tecnologías de poder desplegadas 
para hacerlo. Esto nos interpela a 

elaborar cómo se transformó la so-
ciedad mediante el desarrollo del 
genocidio y cuáles son las carac-
terísticas de las nuevas relaciones 
sociales e identidades colectivas 
que construimos a partir de esa 
experiencia social traumática. Re-
pensarnos socialmente en ese pa-
sado y este presente, nos interpela 
en nuestra construcción sobre qué 
futuro queremos. 



94

Bibliografía
Abuelas de Plaza de Mayo (2006a): Violaciones a los Derechos Humanos frente a los derechos a la 
verdad e identidad, Tercer Coloquio Interdisciplinario de Abuelas de Plaza de Mayo, Junio, Buenos Aires.
- ______ (2006b): Derecho a la identidad y persecución de crímenes de lesa humanidad, Abuelas de Plaza 
de Mayo, Buenos Aires.
Arendt, Hannah (1999) Eichmann en Jerusalem o la banalidad del mal (Barcelona: Lumen).
Bauman, Zygmunt (1997) Modernidad y Holocausto (Toledo: Sequitur).
Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas, CoNaDeP (1984) Nunca más (Buenos Aires: 
Eudeba).
Calveiro, Pilar (2006) Poder y desaparición. Los campos de concentración en Argentina (Buenos Aires: 
Colihue).
Convención para la Prevención y Sanción del delito de genocidio, 1948
http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/260%28III%29
Feierstein, Daniel (2007) El genocidio como práctica social. Entre el nazismo y la experiencia argentina 
(Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica).
_______ (2012) Memorias y representaciones. Sobre la elaboración del genocidio (Buenos Aires: Fondo 
de Cultura Económica).
Foucault, Michel (2000) “Clase del 17 de marzo de 1976”, en Defender la sociedad (Buenos Aires: 
Fondo de Cultura Económica).
Hilberg, Raul (1961): The destruction of the European Jews (Chicago: Quadrangle Books).
Lemkin, Raphael (2009): El dominio del eje en la Europa ocupada, Ed. UNTREF (Buenos Aires: Pro-
meteo).
Regueiro, Sabina (2013) Apropiación de niños, familias y justicia. Argentina (1976-2012) (Rosario: Pro-
historia Ediciones).
Tiscornia, Sofía (1997) La seguridad ciudadana y la cultura de la violencia (Buenos Aires: Encrucijadas) 
Nº 5.
Traverso, Enzo (2007) “Historia y memoria. Notas sobre un debate” en Franco, M. y Levín F. (comps.) 
Historia reciente. Perspectivas y desafíos para un campo en construcción (Buenos Aires: Paidós).
Villalta, Carla (2012) Entregas y secuestros. El rol del Estado en la apropiación de niños (Buenos 
Aires: Editores del Puerto).
Levi, Primo. (2012). Trilogía de Auschwitz. (Barcelona: Océano)
Rodrigo, Javier. (2006). “Internamiento y trabajo forzoso: los campos de concentración de Franco” en 
Hispania Nova. Revista de historia contemporánea. (Zaragoza) Nº6
Wurmann, Joanna. (2006). “La industria alemana y los nazis” en La palabra israelita (Santiago de Chile)




